
 

  

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO DOCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE TUNJA  

 

Tunja, cuatro (4) de diciembre de dos mil quince (2015) 

 

Referencia:  ACCION DE TUTELA  

Radicación No.: 150013333012 – 2015 – 00184– 00 

Accionante: JAIRO LÓPEZ 

Demandado:     AGENCIA NACIONAL DE MINERIA  

   

 

Procede el Despacho a proferir sentencia de primera instancia dentro de la acción de 

tutela, consagrada en el artículo 86 de Constitución Política y desarrollada por los Decretos 

2591 de 1991 y 306 de 2002, interpuesta por el señor JAIRO LÓPEZ contra la Agencia 

Nacional de Minería. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Derechos invocados como violados.  

 

El señor JAIRO LÓPEZ, identificado con Cédula de Ciudadanía 3.223.120 expedida en 

Ubate, actuando en nombre propio, en ejercicio de la acción de tutela consagrada en el 

artículo 86 de la Constitución Política, acude ante ésta jurisdicción con la finalidad de que 

se protejan sus derechos fundamentales a la Dignidad Humana, petición, trabajo, 

igualdad, principio de buena fe en su dimensión de confianza legitima, y el debido 

proceso de acuerdo al escrito allegado. 

 

2. Hechos que dan lugar a la acción.  

 

El señor JAIRO LÓPEZ fundamenta la presente acción en los siguientes hechos: 
 

El accionante señaló que el día 3 de septiembre de 2015, interpuso derecho de petición ante la 

Agencia Nacional Minera, correspondiéndole el radicado No. 2015-58-12537, en el que solicitó la 

autorización para la explotación de una mina de arena que se encuentra en un lote de su 

propiedad, ubicado en el Municipio de Lenguazaque (Cundinamarca). 

 

Expresó que a la fecha, ha transcurrido el término legal sin que dicha entidad de respuesta 

adecuada, efectiva y oportuna al derecho de petición. 
 

3. Objeto de la acción.  

 

De la lectura del escrito contentivo de la acción de tutela, es posible identificar como 

PRETENSIONES, al tenor literal de lo siguiente: 

 
“1. Ruego al señor Juez, CONCEDER la Tutela como mecanismo definitivo para amparar mis 

derechos Constitucionales Fundamentales a la DIGNIDAD HUMANA, PETICIÓN, TRABAJO, 

IGUALDAD, PRINCIPIO DE BUENA FE EN SU DIMENSIÓN DE CONFIANZA LEGITIMA, Y EL DEBIDO 

PROCESO. 

 

2. En consecuencia, ORDENAR que en el término de 48 horas o en el que considere prudente, 

RESPONDAN DE FORMA CLARA, DE FONDO Y PRECISO el Derecho de Petición incoado en esa 

Entidad “ (sic) 

 

Petición sobre la cual se pronunciará este Despacho, al momento de estudiar la acción 

constitucional elevada por el señor JAIRO LÓPEZ. 
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II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

Agencia Nacional de Minería (Fl 22 a 31) 

 

La entidad demandada hace un recuento de las actuaciones que se llevaron a cabo en el 

expediente BC1-101, del señor Jairo López así:  

 

El día 22 de febrero del 2001 mediante la Resolución No. 1080043 la Empresa Nacional 

Minera, otorgó a los señores Ricardo Herrera Herrera, Jairo López y Guillermo Uriel Pérez 

Gómez, la licencia de explotación No. BC1-101, para la explotación de un yacimiento de 

Minerales de arena y recebo, en el Municipio de Lenguazaque del Departamento de 

Cundinamarca, por el término de un año, contado a partir del 9 de octubre de 2001, fecha 

en que se efectuó la inscripción en el Registro Minero Nacional. 

 

Mediante concepto técnico de la Subdirección de Contratación y Titulación Minera aprobó 

el informe final de exploración y el programa de trabajos e inversiones – PTI. 

 

El día 18 de abril de 2012 a través de auto SFOM- 259, la Agencia Nacional de Minería 

ordenó la elaboración de la respectiva minuta de contrato.  

 

El día 9 de julio de 2013 el grupo de contratación de la Agencia Nacional de Minería emitió 

concepto técnico, en el que expresó que una vez consultada el área de la licencia de 

exploración No. BC1-101, determina que no presenta superposición con zonas de restricción 

o zonas no compatibles de la minería, ni con zonas de reservas de recursos naturales 

temporales. 

 

El día 11 de septiembre de 2013, la Agencia Nacional de Minería mediante auto GEMTM No. 

000030 requirió a los señores Ricardo Herrera Herrera, Jairo López y Guillermo Uriel Pérez 

Gómez con el fin de que suscribieran la minuta de contrato, de tal requerimiento el único 

que acató fue el señor Jairo López.  

 

El día 9 de junio de 2015 mediante Resolución No. 001062 del 9 de junio de 2015 se declaró 

desistida la intensión de continuar con el otorgamiento del contrato BC1-101 a los señores 

Ricardo Herrera Herrera y Guillermo Uriel Pérez Gómez, así las cosas el otorgamiento del 

contrato debe hacérsele al señor Jairo López, único interesado. 

 

Señalo que el proyecto de minuta se encuentra en trámite desde el 27 de octubre, por lo 

tanto los hechos que dieron origen a la tutela se encuentran cumplidos o superados, en el 

entendido que el derecho de petición fue contestado de fondo mediante radicado No. 

20152300294411 del 30 de septiembre de 2015, el cual fue enviado por correo certificado al 

accionante (fl 43). 

 

Manifiesta que, de acuerdo a los hechos y pretensiones del actor constitucional, la tutela se 

torna en improcedente, pues ya se trata de un hecho superado, toda vez que se le dio 

respuesta de fondo frente a la solicitud realizada ante la entidad. 

 

Cita apartes de sentencias de la Corte Constitucional tales como T- 519 del 16 de 

septiembre de 1992, T-167 de 1997, T-463-97 del 24 de septiembre de 1997, entre otras, en las 

que ilustran lo que se debe entender como un hecho superado, concluyendo así que si el 

hecho que dio origen a la acción de tutela es superado por parte de la autoridad pública 

que presuntamente vulneró un derecho fundamental, dicho mecanismo o instrumento de 

defensa judicial resulta improcedente pues el supuesto fáctico es inexistente.  

 

Finalmente expresó que si la finalidad de la acción de tutela es garantizar la protección del 

derecho fundamental de quien acude al amparo constitucional, y si dicha finalidad se 
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extingue en el momento en que la vulneración o amenaza cesa por cualquier causa, no es 

posible ya emitir un pronunciamiento de fondo por carencia de objeto.  

 

Solicita sea rechazada y desestimada la pretensión contemplada en la acción de tutela de 

la referencia y eximir de toda responsabilidad que por acción u omisión pretenda el actor 

indilgar a mi representada.  

 

 

III. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

 

El artículo 86 de la Constitución Política de Colombia consagró el mecanismo de amparo 

de la acción de tutela, instituido para que toda persona pueda reclamar ante los Jueces la 

protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando alguno de 

éstos resulte vulnerado o amenazado por acción u omisión de cualquier autoridad pública 

o por los particulares encargados de la prestación de un servicio público, conforme a lo 

preceptuado en el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

 

Es de la esencia de la acción de tutela el procedimiento breve, sumario y antiformalista que 

finaliza con un fallo que expresa medidas concretas para que cese o se evite la violación 

de un derecho fundamental; protección que debe prestarse de inmediato, en tanto que 

busca evitar o superar un daño evidente, grave e irreparable. 

 

Ahora bien, en este contexto y ante las pretensiones del actor deben realizarse las 

siguientes consideraciones: 

 

1. Problema jurídico. 

 

Corresponde al Despacho establecer si se ha vulnerado al señor JAIRO LÓPEZ, por parte 

de la Agencia Nacional de Minería, los derechos constitucionales fundamentales de 

dignidad humana, petición, trabajo, igualdad, principio de buena fe en su dimensión de 

confianza legitima, y el debido proceso, en razón a la presunta falta de respuesta, frente a 

la solicitud elevada el día tres (3) de septiembre de dos mil quince (2015), relacionada 

con la autorización para realizar explotación en una mina de arena en un lote de 

propiedad del accionante. 

 

2. Procedencia de la acción de tutela.  

 

El artículo 86 de la Constitución Política de Colombia contempla la acción de tutela para 

que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante 

un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. Dicha norma 

superior también establece que la acción constitucional en comento sólo procede 

cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ésta se 

utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En su tenor literal 

la referida norma establece:  

 
“Artículo  86.-  Toda persona tendrá acción de  tutela  para  reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar,  mediante un  procedimiento preferente y sumario, por sí misma  o  por  

quien  actúe  a su nombre, la protección  inmediata  de  sus  derechos  constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción  o  

la omisión de cualquier autoridad pública. 

 

La  protección consistirá en una orden para  que  aquél respecto de quien se solicita la tutela, 

actúe o se abstenga de  hacerlo. El fallo, que será de  inmediato  cumplimiento,  podrá  

impugnarse ante el juez competente y, en  todo  caso,  este lo remitirá a la Corte 

Constitucional para su  eventual  revisión. 
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Esta  acción  solo  procederá  cuando  el  afectado  no disponga  de  otro  medio de  defensa  

judicial,  salvo  que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un  perjuicio 

irremediable. 

 
En  ningún  caso podrán transcurrir más  de  diez  días entre la solicitud de tutela y su 

resolución. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra  particulares  

encargados  de  la prestación  de  un servicio público o cuya  conducta  afecte grave y 

directamente el interés colectivo, o respecto de  quienes el solicitante se halle en estado de 

subordinación o indefensión.” (Negrillas fuera de texto). 

 

La norma superior antes transcrita fue reglamentada mediante el Decreto 2591 de 1991, el 

cual en su artículo 2º señala que los derechos que constituyen el objeto de protección de la 

acción de tutela, son los consagrados en la Carta Política como fundamentales o aquellos 

que por su naturaleza permitan su amparo para casos concretos. La mencionada norma 

preceptúa: 

 
“Artículo 2.- DERECHOS PROTEGIDOS POR LA TUTELA. La acción de tutela garantiza los 

derechos constitucionales fundamentales. Cuando una decisión de tutela se refiera a un 

derecho no señalado expresamente por la Constitución como fundamental, pero cuya 

naturaleza permita su tutela para casos concretos, la Corte Constitucional le dará prelación 

en la revisión a esta decisión.” 

 

Así pues, debe decirse que en el presente caso el actor invoca como presuntamente 

vulnerados los derechos de petición, el debido proceso, dignidad humana, trabajo, 

igualdad y principio de buena fe en su dimensión de confianza legitima, de los cuales, el 

Despacho dirá que los derechos fundamentales al debido proceso y al de petición son los 

que posiblemente se encuentren transgredidos, por lo que resulta procedente su amparo 

por esta vía procesal. 

 

Ahora bien, el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991, establece la procedencia de la acción 

de tutela, indicando que su interposición es viable contra toda acción u omisión de las 

autoridades públicas o de los particulares en los casos que establece el mismo Decreto, 

siempre que con éstas se vulnere o amenace cualquiera de los derechos fundamentales 

establecidos en la Constitución Política. Tal disposición literalmente prevé:   

 
“Artículo 5.- PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA. La  acción de  tutela  procede  contra 

toda acción  u  omisión  de  las autoridades  públicas,  que haya violado,  viole  o  amenace  

violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2 de  esta  ley  (sic).  También  

procede  contra  acciones  u omisiones de particulares, de conformidad con lo establecido 

en  el  Capítulo III de este Decreto. La procedencia  de  la tutela  en  ningún caso está sujeta a 

que la  acción  de  la  autoridad  o del particular se haya manifestado en  un  acto jurídico 

escrito” 

   

De otra parte, el artículo 6ª del mencionado Decreto señala las causales de improcedencia 

de la acción de tutela, indicando, entre otros eventos, aquellos en los cuales se presenta la 

existencia de otro mecanismo de defensa judicial, exceptuando la situación en la cual esta 

acción se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La misma 

norma señala además que la existencia de dichos mecanismos será apreciada en 

concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el 

solicitante. El precepto aludido establece:  

 
“Artículo  6.-  CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA  TUTELA.  La acción de tutela no 

procederá: 

 

1. Cuando  existan otros recursos o medios  de  defensa judiciales,  salvo  que  aquélla  se  

utilice   como mecanismo  transitorio  para  evitar  un   perjuicio irremediable.  La existencia de 

dichos  medios  será apreciada  en  concreto, en cuanto  a  su  eficacia, atendiendo las 

circunstancias en que se encuentra el solicitante.  

 

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar  el recurso de hábeas corpus. 
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3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás 

mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el 

titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que 

comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio 

irremediable. 

 

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo 

cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho. 

 

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.” (Subraya fuera de 

texto) 

 

De otro lado, el artículo 8º del tantas veces mencionado Decreto 2591 de 1991, prescribe 

que aun cuando el afectado disponga de otro mecanismo de defensa judicial, procede el 

amparo por vía de tutela cuando ésta se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. El tenor literal de la comentada norma dispone: 

 
“Artículo  8.-  LA TUTELA COMO  MECANISMO  TRANSITORIO.  Aun cuando  el  afectado  

disponga  de  otro  medio  de  defensa judicial,  la acción de tutela procederá cuando  se  

utilice  como   mecanismo  transitorio  para  evitar   un   perjuicio  irremediable. 

 

En  el  caso  del inciso  anterior,  el  juez  señalará expresamente  en  la  sentencia  que  su  

orden  permanecerá vigente  sólo durante el término que la  autoridad  judicial competente  

utilice  para decidir de fondo sobre  la  acción instaurada por el afectado. 

 

En todo caso el afectado deberá ejercer dicha acción en un término máximo de cuatro (4) 

meses a partir del fallo de tutela. Si no la instaura, cesarán los efectos de este. 

 

Cuando  se  utilice  como  mecanismo  transitorio  para evitar  un  daño irreparable, la acción  

de  tutela  también  podrá ejercerse conjuntamente con la acción de nulidad y  de las demás 

procedentes ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  En  estos  casos,  el  juez  si  

lo  estima  procedente   podrá  ordenar  que  no  se  aplique  el   acto particular  respecto de 

la situación jurídica concreta  cuya  protección se solicita, mientras dure el proceso.” (Negrilla 

fuera de texto). 

 

En suma, puede decirse que la acción de tutela se estructura como un mecanismo judicial 

que se tramita a través de un procedimiento preferente y sumario para la defensa de los 

derechos fundamentales vulnerados o amenazados por las acciones u omisiones de las 

autoridades públicas, o de los particulares en los casos que la ley establece, al cual puede 

acudirse solamente ante la inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial idóneo, 

salvo que se demuestre la configuración de un perjuicio irremediable que, según la 

jurisprudencia nacional1, debe entenderse como un daño inminente e irreparable que por 

su gravedad amerita el amparo inmediato de manera transitoria. 

 

Así las cosas, al descender al caso concreto, este Despacho encuentra que en el asunto 

que aquí nos ocupa no existe otro mecanismo de defensa judicial para lograr el amparo de 

los derechos fundamentales invocados por el accionante, como vulnerados, por lo que 

resulta procedente estudiar de fondo la presente acción. 

 

3. De los derechos que se invocan como vulnerados. 

 

3.1. Del derecho de petición. 

En primer lugar, se advierte que el derecho fundamental de petición se encuentra 

consagrado en nuestra Carta Política en el artículo 23, estableciendo dicha norma 

textualmente lo siguiente: 

 

                                    
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN CUARTA Consejera ponente: MARÍA INÉS ORTIZ BARBOSA Bogotá, D.C., 

febrero veintiséis (26) de dos mil cuatro (2004) Radicación número: 25000-23-27-000-2003-2285-01(AC) Actor: COOMEVA E.P.S. S.A. Demandado: MINISTERIO 

DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 
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ARTICULO 23. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las 

autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El 

legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los 

derechos fundamentales. 

 

Debe resaltarse que la reglamentación de los términos con los que cuenta la autoridad 

para dar contestación a los derechos de petición impetrados por los ciudadanos, en 

principio se encuentra consagrada en la Ley 1437 de 2011 (Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo) desde el artículo 13 en adelante. 

 

No obstante, debe dejarse de presente que la reglamentación total contenida en la 

precitada ley respecto del derecho de petición fue declarada inexequible por la Corte 

Constitucional a través de la sentencia C- 818 del año 2011; en la que además, se difirieron- 

ampliaron en el tiempo- los efectos del fallo hasta el día 31 de diciembre de 20142. 

 

Por su parte, el Legislador, mediante la Ley 1755 de 30 de junio de 20153, reguló lo pertinente 

al derecho de petición y sustituyó el Título II (Derecho de Petición) Capítulo I (Derecho de 

Petición ante las autoridades-Reglas Generales), Capítulo II (Derecho de petición ante 

autoridades-Reglas Especiales) y Capítulo III (Derecho de Petición ante organizaciones e 

instituciones privadas), correspondientes a los artículos 13 a 33 de la Parte Primera de la Ley 

1437 de 2011, disponiendo en su lugar, en cuanto lo pertinente al presente asunto, lo 

siguiente: 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal 

especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los 

quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de 

las siguientes peticiones: 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) 

días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se 

entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por 

consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al 

peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días 

siguientes. 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con 

las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su 

recepción. 

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí 

señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento 

del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el 

plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del 

inicialmente previsto” (Negrillas fuera de texto). 

Ahora bien, debe recordar el Despacho que antes de que fuera promulgada esta ley, el 

término establecido por la Corte Constitucional al Legislador para expedir la Ley Estatutaria 

que reglamentara la materia se venció sin que la norma en comento fuese proferida, por lo 

que se venía aplicando lo expuesto por el H. Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio 

Civil, en Concepto No. 2243 del 28 de enero de 2015, según el cual la reglamentación sobre 

el derecho fundamental de petición volvió a ser la contenida en el Decreto 01 de 1984, 

hasta tanto no se profiriera la Ley estatutaria que permitiera determinar los alcances y 

demás aspectos atinentes al derecho fundamental en análisis. Nótese: 

“(…) 1. "¿Cuál es la normatividad aplicable para efectos de garantizar el derecho 

fundamental de petición?  

La normatividad aplicable en la actualidad para garantizar el derecho de petición está 

conformada por las siguientes disposiciones: (í) la Constitución Política, en especial sus artículos 

23 y 74; (ii) los tratados internacionales suscritos y ratificados por Colombia que regulan el 

                                    
2 Numeral tercero de la sentencia C- 818 del año 2011. “Conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, los 

efectos de la anterior declaración de INEXEQUIBILIDAD quedan diferidos hasta 31 de diciembre de 2014, a fin de que el 

Congreso, expida la Ley Estatutaria correspondiente.” 
3 Diario Oficial 49559 de junio 30 de 2015. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41249#T.II
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41249#13
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41249#33
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derecho de petición, entre otros derechos humanos; (íií) los principios y las normas generales 

sobre el procedimiento administrativo, de la Parte Primera, Título I del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), así como 

las demás normas vigentes de dicho código que se refieren al derecho de petición o que, de 

una u otra forma, conciernen al ejercicio del mismo (notificaciones, comunicaciones, recursos, 

silencio administrativo etc.); (iv) las normas especiales contenidas en otras leyes que regulan 

aspectos específicos del derecho de petición o que se refieren a éste para ciertos fines y 

materias particulares; (v) la jurisprudencia vigente, especialmente aquella proveniente de la 

Corte Constitucional y del Consejo de Estado, y (vi) entre el 10 de enero de 2015 y la fecha 

anterior al momento en que empiece a regir la nueva ley estatutaria sobre el derecho de 

petición, las normas contenidas en los capítulos 11, 111, IV, V, VI Y parcialmente el VIII del 

Decreto Ley 01 de 1984, por medio del cual se expidió el Código Contencioso Administrativo, 

en cuanto ninguna de tales disposiciones resulte evidentemente contraria a la Carta Política o 

a las normas del CPACA que permanecen vigentes. 

 2. "¿Operó la reviviscencia de las normas que regulaban el derecho de petición en el Código 

Contencioso Administrativo, en particular si se tiene en cuenta que dicha norma fue 

derogada por el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011?  

Sí. Conforme a lo explicado en este concepto, desde el 1° de enero de 2015 y hasta fecha 

anterior al momento en que empiece a regir la nueva ley estatutaria sobre el derecho de 

petición, se presenta la reviviscencia de las mencionadas disposiciones del Código 

Contencioso Administrativo (Decreto Ley 01 de 1984).  

3. En caso de que el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011 impida que opere dicho fenómeno, 

¿resulta procedente aplicar la figura de la excepción de inconstitucionalidad respecto del 

artículo 309 de la Ley 1437 de 2011, con fundamento en que se trata del ejercicio del derecho 

fundamental de petición?" 

La Sala considera que lo dispuesto en el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA), en 

cuanto derogó expresamente el Decreto Ley 01 de 1984, no impide aceptar que las normas 

de dicho decreto que regulaban específicamente el derecho de petición revivieron en los 

términos en que se ha explicado. Adicionalmente, la Sala estima que no se dan los 

presupuestos para aplicar la excepción de inconstitucionalidad en relación con esta parte del 

artículo 309 del CPACA. (…)”. (Negrillas y Subrayas Fuera de Texto). 

Bajo esa óptica, tanto en la Ley Estatutaria 1755 de 30 de junio de 2015, que regula 

actualmente el derecho fundamental de petición, como en el Decreto 01 de 1984, el cual 

estuvo vigente hasta la expedición de la ley en comento, transitoriamente, se establece el 

plazo de 15 días como regla general para resolver los derechos de petición tanto en interés 

general como particular, en tanto que las peticiones referentes a informaciones deben 

resolverse en un plazo máximo de 10 días; cuando la solicitud se eleva en la modalidad de 

consulta, el plazo de respuesta es de 30 días. 

3.1.1. Características esenciales del derecho fundamental de petición. 

El derecho de petición se satisface plenamente cuando se profiere una respuesta de fondo, 

clara y precisa sobre lo solicitado, evitando evasivas o elusivas, y por supuesto, con la 

oportuna comunicación de lo decidido al interesado. La Corte Constitucional, a lo largo de 

su prolija jurisprudencia sobre el tema ha decantado las siguientes reglas4: 

“(…) 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros 

derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a 

la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la 

cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se 

reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, 

clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del 

peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 

constitucional fundamental de petición. 

                                    
4 Corte Constitucional, sentencia T-1160A/01, Actor: Félix Cruz Parada 
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d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 

autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine. 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, 

es necesario superar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o 

cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si dirigiera 

contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para 

obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera 

inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, 

este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la 

administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 

6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, 

antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una 

respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el 

término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad 

de término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o 

la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las 

decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en 

caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho 

(48) horas siguientes…” (Resaltado fuera de texto). 

Es de resaltar que, en la sentencia T – 1006 de 2001, la Corte adicionó a las subreglas antes 

referidas dos más, las que fueron sintetizadas así: 

“j) La Falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de 

responder”,5 

k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al 

interesado”.6 

A su vez, en la sentencia T – 877 de 2001, respecto del término para resolver los derechos de 

petición, la Alta Corporación señaló: 

“… Dentro de este contexto, ha de entenderse que mientras el legislador no fije un término 

distinto al señalado en el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo para dar respuesta 

a las solicitudes elevadas a la administración para determinados casos o en forma general, 

los organismos estatales y los particulares que presten un servicio público, han de observar el 

término de 15 días, establecido en esta norma. Término que, tal como se ha indicado en 

algunos pronunciamientos de esta Corporación, pese a ser de obligatorio cumplimiento, 

puede ser ampliado en forma excepcional, cuando la administración, en razón de la 

naturaleza misma del asunto planteado, no pueda dar respuesta en ese lapso, evento en el 

cual así habrá de informárselo al peticionario, indicándole, además de las razones que llevan 

a no responder en tiempo, la fecha en que se estará dando una contestación que satisfaga 

el segundo aspecto del derecho de petición, cual es la respuesta de fondo. Término éste que 

ha de ser igualmente razonable”. (Negrillas fuera de texto). 

Así pues, el derecho de petición previsto en el artículo 23 superior, le otorga a los 

administrados la posibilidad de presentar peticiones respetuosas y de obtener una respuesta 

de fondo sobre su solicitud, en forma pronta, esto es, en un término no superior a los quince 

(15) días; sin embargo, dicho término puede ser ampliado en forma excepcional y 

razonable cuando por la naturaleza del asunto planteado no sea posible dar respuesta en 

ese lapso, caso en el cual, se debe informar al peticionario las razones que llevan a la 

                                    
5 Corte Constitucional, Sentencia T219/01. En la sentencia T-476/01, la Corte afirmó “Desde una perspectiva 

constitucional, la obligación de realizar el traslado de la solicitud, en caso de incompetencia de la entidad ante 

la cual se eleva petición, es un elemento del núcleo esencial del derecho de petición, toda vez, que la simple 

respuesta de incompetencia, constituye una evasiva a la solicitud y de acuerdo a lo expresado por la Corte: “…[ 

las respuestas simplemente formales o evasivas]… no satisfacen el derecho de petición, pues en realidad, 

mediante ellas la administración elude el cumplimiento de su deber y desconoce el principio de eficacia que 

inspira la función administrativa, de conformidad con el artículo 209 de la Constitución…” 
6 Corte Constitucional, Sentencia T-249/01 
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Administración a no responder en tiempo, así como la fecha en que se emitirá la respuesta 

de fondo. 

De lo anterior, es dable concluir que el derecho fundamental de petición se ve vulnerado 

cuando las autoridades administrativas no dan respuesta a las solicitudes formuladas por los 

ciudadanos en un término de quince (15) días, contados a partir del recibo de las mismas, o 

cuando, requiriendo un plazo mayor para dar solución a los casos, se abstienen de informar 

tal situación a los peticionarios. Así mismo, este derecho es transgredido cuando se 

presentan respuestas evasivas o simples informes acerca del trámite dado a las peticiones 

presentadas por los particulares. 

3.2 Del derecho fundamental al Debido Proceso. 

 

Ahora bien, en relación con el Derecho Fundamental al Debido Proceso, diremos que este 

se encuentra contenido en el artículo 29 de la Constitución Política de 1991, en el Capítulo 

de “Derechos Fundamentales”, el cual dispone: 
 

“ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 

tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a 

la restrictiva o desfavorable. 

 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea 

sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, 

durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a 

presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 

condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 

 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.” 

 

Lo anterior, en concordancia interpretativa y constitucional, con el artículo 85 de la 

Constitución, el cual dispone: 

 
“ARTICULO 85. Son de aplicación inmediata los derechos consagrados en los artículos 11, 12, 13, 14, 15, 16, 
17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 37 y 40.” (Negrillas fuera de texto) 

 

Así las cosas, es dable entender, que el mencionado derecho fundamental, es susceptible 

y obligatorio de ser aplicado a las actuaciones que se desplieguen ante las autoridades 

administrativas, con fundamento en el principio de legalidad, como lo resulta ser, la 

radicación de peticiones por parte del actor, a efectos que se proceda a dar curso a las 

mismas, toda vez que, los servidores públicos son responsables por infringir la Constitución o 

las leyes o por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones (art. 6 constitucional); 

al respecto dijo la Corte Constitucional en sentencia C – 339 de 1996 siendo ponente el 

Magistrado Julio César Ortiz Gutiérrez: 
 

“El derecho al debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar a los interesados 

que han acudido a la administración pública o ante los jueces, una recta y cumplida decisión 

sobre sus derechos. El  incumplimiento de las normas legales que rigen cada proceso 

administrativo o judicial genera una violación y un desconocimiento del mismo.” (Destacado por 

el Despacho) 

 

Ahora bien, en el artículo 14 del C.P.A.C.A. se establece que toda petición en interés 

particular debe ser resuelta dentro de los 15 días siguientes al recibo de la misma; como 

consecuencia, en principio, la respuesta fuera de ese término, sería violatoria de la ley y 

vulneraría el derecho fundamental de petición.  

 

Vale decir que, en el caso en que no se cuente con un trámite especial que corresponda 

a las peticiones que no tengan trámite dentro de la entidad, los mismos deberán ser 

remitidos a efectos de seguir las disposiciones establecidas sobre el procedimiento 

administrativo, contenido en la ley 1437 de 2011 y sobre el derecho de petición contenido 

en la ley 1775 de 2015, situación que implica, la inexistencia de un vacío jurídico al 

respecto, que conlleva la obligación de seguir un trámite. 
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Ahora bien, en relación con el debido proceso, ha dispuesto la Corte Constitucional, en 

sentencia T – 286 de 2013: 
  

Dentro de ese marco conceptual, este tribunal ha definido el debido proceso administrativo como (i) 

un conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el 

cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda 

relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera 

constitucional y legal. Se ha precisado también que con esta garantía se busca (i) asegurar el 

ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) 

resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados[15]. 

  

(…) 

  

Igualmente ha señalado este tribunal que, en adición a los desarrollos y reglas específicas que en 

relación con los distintos trámites y materias administrativas establezca el legislador, cuya estricta 

aplicación constituye para cada caso el cumplimiento del debido proceso, existen varias importantes 

garantías mínimas asociadas a ese concepto, que por consiguiente deberán ser observadas en toda 

actuación de este tipo. Entre ellas se destacan el derecho a: (i) que el trámite se adelante por la 

autoridad competente; (ii) que durante el mismo y hasta su culminación se permita la participación de 

todos los interesados; (iii) ser oído durante toda la actuación; (iv) que la actuación se adelante sin 

dilaciones injustificadas; (v) ser notificado de las decisiones que se adopten de manera oportuna y de 

conformidad con la ley; (vi) solicitar, aportar y controvertir pruebas; (vii) en general, ejercer el derecho 

de defensa y contradicción, e(viii) impugnar las decisiones que puedan afectarle. 

  

Como puede apreciarse, el derecho al debido proceso frente a las actuaciones administrativas abarca 

entonces un comprehensivo conjunto de garantías y cautelas encaminadas a rodear al ciudadano que 

es o pudiere ser objeto de ellas, de las condiciones de seriedad, transparencia y seguridad necesarias 

para la efectiva protección de sus demás derechos, de tal manera que la función administrativa 

cumpla debidamente su objetivo dentro del marco de lo que el mismo texto superior denominó “un 

orden justo” (art. 2° Const.). Por ello desde sus inicios, esta Corte ha sostenido: “En esencia, el derecho al 

debido proceso tiene la función de defender y preservar el valor de la justicia reconocida en el 

preámbulo de la Carta Fundamental, como una garantía de la convivencia social de los integrantes de 

la comunidad nacional...[17]”. 

 

El derecho al debido proceso administrativo comprende entonces, respecto de tales actuaciones, y en 

lo que resulte pertinente, las mismas garantías y desarrollos previamente reconocidos en relación con 

los trámites judiciales. En su más básico concepto, este derecho asegura que los procedimientos y 

actuaciones que se adelanten en desarrollo de la función administrativa se cumplan, en todo, en la 

forma previamente determinada en la Ley, o en su caso, en las demás normas que resulten aplicables, 

formas que por lo tanto, resultan conocidas, así como reconocibles, para los ciudadanos que en su 

calidad de tales tengan algún interés en la respectiva actuación. (Negrillas fuera de texto) 

  

Así las cosas, se evidencia, de la interpretación dada por la Corte Constitucional, que el 

derecho fundamental al debido proceso, se circunscribe, en el evento, a dar 

cumplimiento a los trámites y etapas que, la ley contempla al interior del procedimiento 

establecido, sin lugar a modificaciones de los mismos, por cuanto, se daría flagrante 

violación al mentado. Esto, acompañado de las garantías constitucionales que, 

jurisprudencialmente, también han sido planteadas, entendiendo por esto, condiciones 

de seriedad, transparencia y seguridad, en el despliegue de la actuación administrativa. 

 

Finalmente, se hace necesario, entrar a diferenciar, la violación de etapas, con la violación 

de términos, en el evento de la Actuación administrativa, por cuanto, en el primer evento, 

estaríamos en frente del derecho al debido proceso, como quedó visto, pero en el segundo 

(de términos), iríamos en contravía del derecho fundamental de petición, como quedó 

visto, en acápites anteriores. 

 

3.3 Del Derecho a la igualdad 

El derecho fundamental a la igualdad, se encuentra consagrado en el artículo 13 de la 

Constitución Política y consiste básicamente en que todas las personas deben recibir el 

mismo trato de las autoridades, imponiendo la obligación al Estado de brindar una mayor 

protección a aquellas personas que se encuentren en estado de debilidad o inferioridad 

frente a los demás asociados. Concretamente la norma superior señala: 

 

http://corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/T-286-13.htm#_ftn15
http://corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/T-286-13.htm#_ftn17
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“…Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán el mismo trato de las 

autoridades y gozarán de los mismo derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 

discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión 

política o filosófica.  

 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 

medidas a favor de grupos discriminados o marginados.  

 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 

física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 

abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”  

 

La Corte Constitucional, de manera reiterada ha sostenido que el derecho a la igualdad  se 

instituye como uno de los pilares fundamentales de la estructura del Estado Social de 

Derecho, en la medida en la que se pretende, mediante su realización, la superación de la 

igualdad meramente formal. 

 

El mencionado derecho supone la comparación de dos situaciones para determinar sí 

efectivamente sé transgrede o no la igualdad. Respecto del tema, en Sentencia T- 861 de 

19997, Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Díaz, la Corte Constitucional expuso lo siguiente: 

 
“… el derecho establecido por el Constituyente en el artículo 13 de la Carta implica un 

concepto relacional, es decir, que su aplicación supone la comparación de por lo menos dos 

situaciones para determinar si, en un caso concreto, ambas se encuentran en un mismo plano 

y, por ende merecen el mismo tratamiento o si, por el contrario, al ser distintas un trato 

diferente ameritan. 

 

La aplicación del principio de igualdad en los términos referidos, tiene como finalidad 

determinar, en cada caso concreto entendida la discriminación como el trato diferente a 

situaciones iguales o simplemente el trato diferente que no tiene justificación.” 

 

De acuerdo con lo anterior, se puede inferir que el derecho a la igualdad se desconoce 

cuándo se presenta una diferencia de trato que no esté soportado en un fundamento 

constitucional que tenga carácter objetivo y razonable. 

 

3.4 Del derecho a la dignidad humana 

 

En cuanto a la dignidad humana, el máximo Tribunal Constitucional ha venido elaborando 

una línea jurisprudencial, destacando el desarrollo del concepto y su naturaleza jurídica al 

distinguir que ésta expresión presenta dos maneras de ser entendida,  como objeto 

concreto de protección, o a partir de la funcionalidad normativa; sobre el primer supuesto 

“el objeto de protección”, ha indicado:  

 
“La Corte identifica tres lineamientos claros y diferenciables i) La Dignidad Humana entendida 

como autonomía o como posibilidad de diseñar un Plan Vital y de determinarse según sus 

características (Vivir como quiera). ii) La Dignidad Humana entendida como ciertas 

condiciones materiales concretas de existencia (Vivir Bien).  iii) La Dignidad Humana 

entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad 

moral (Vivir sin humillaciones)”8.  

 

3.5 Del derecho al trabajo 

 

El derecho fundamental al trabajo, siendo uno de los derechos que la Constitución 

Nacional consagra como Fundamental, debe ser garantizado su ejercicio en los términos 

de justicia y dignidad que el artículo 25 de la Carta impone, pues no es suficiente el 

obtener un trabajo para entender garantizado ese derecho; también deben concurrir 

otras condiciones que complementan el cabal desempeño de las labores que se 

encomiendan al empleado. 

                                    
7 En igual sentido ver sentencia T- 133ª de 2003. M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
8
 Corte Constitucional, Sentencia T-881 de 2002 
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La norma superior consagra:  

 

“Artículo 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus 

modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un 

trabajo en condiciones dignas y justas”. 

 

De acuerdo con el artículo 25 de la Constitución, el trabajo goza, en todas sus 

modalidades, de la especial protección del Estado. La Corte ha destacado que esa 

especial protección se predica no solamente de la actividad laboral subordinada, 

regulada en el Código Sustantivo del Trabajo, sino que la misma se extiende a otras 

modalidades, entre las cuales se cuentan aquellas en las que el individuo lo ejerce de 

manera independiente, puesto que, más que al trabajo como actividad abstracta se 

protege al trabajador y a su dignidad. 

 

3.6 De la confianza legítima y la buena fe 

 

La jurisprudencia de la Corte ha sido además constante en señalar que el principio de la 

confianza legítima es una proyección de aquel de la buena fe, en la medida en que el 

administrado, a pesar de encontrarse ante una mera expectativa, confía en que una 

determinada regulación se mantendrá. En palabras de la Corte “Eso sucede, por ejemplo, 

cuando una autoridad decide súbitamente prohibir una actividad que antes se encontraba 

permitida, por cuanto en ese evento, es deber del Estado permitir que el afectado pueda 

enfrentar ese cambio de política”9 

 

Así mismo la Corte Constitucional ha entendido el principio de buena fe “Como una 

exigencia de honestidad, confianza, rectitud, decoro y credibilidad que otorga la palabra dada, a 

la cual deben someterse las diversas actuaciones de las autoridades públicas y de los particulares 

entre sí y ante éstas, la cual se presume, y constituye un soporte esencial del sistema jurídico; de 

igual manera, cada una de las normas que componen el ordenamiento jurídico debe ser 

interpretada a la luz del principio de la buena fe, de tal suerte que las disposiciones normativas que 

regulen el ejercicio de derechos y el cumplimiento de deberes legales, siempre deben ser 

entendidas en el sentido más congruente con el comportamiento leal, fiel y honesto que se deben 

los sujetos intervinientes en la misma. En pocas palabras, la buena fe incorpora el valor ético de la 

confianza y significa que el hombre cree y confía que una declaración de voluntad surtirá, en un 

caso concreto, sus efectos usuales, es decir, los mismos que ordinaria y normalmente ha producido 

en casos análogos. De igual manera, la buena fe orienta el ejercicio  de las facultades 

discrecionales de la administración pública y ayuda a colmar las lagunas del sistema jurídico10. 

 

4. Del caso concreto. 

 

Habiéndose determinado claramente el contenido del derecho que el actor señala como 

vulnerado, así como los eventos en los cuales el mismo efectivamente se ve transgredido, se 

procederá a determinar si le asiste o no razón al accionante en sus planteamientos. 

 

Así las cosas, este Estrado Judicial reitera que el actor considera vulnerado su derecho 

fundamental de petición, por parte de la Agencia Nacional de Minería, en razón a la falta 

de respuesta del derecho de petición elevado por éste el día tres (3) de septiembre de 

2015, el cual tenía por objeto la autorización para la explotación de una mina de arena en 

un lote de su propiedad, ubicado en el Municipio de Lenguazaque (Cundinamarca). 

 

Al respecto, debe decirse que dentro del plenario se encuentra acreditado que el señor 

JAIRO LÓPEZ, elevó derecho de petición el día 3 de septiembre de 2015 ante el Área de 

Catastro Minero Colombiano de la Agencia Nacional de Minería, a fin de que le dieran  

autorización para la explotación de 15.000 mil metros de arena, para una vía pública en un 

lote de su propiedad (Fl. 6-7). 

 

                                    
9
 Corte Constitucional, sentencia C- 478 de 1998, M.P. Alejandro Martínez Caballero 

10
 Sentencia C-131 de 2004, citado en la sentencia C-1094 de 2004.  
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Ante la falta de respuesta a la petición en comento, el actor interpuso acción de tutela 

solicitando se ordenara a la Agencia Nacional de Minería diera respuesta de forma clara y 

de fondo sobre el derecho de petición radicado el 3 de septiembre de 2015, pues ya 

habían transcurrido los 15 días que establece la Ley 1755 de 2015 para resolver la petición y  

no se contaba con ninguna respuesta que resolviera de fondo la petición, pese a que  

había transcurrido más de 2 meses. 

 

Sin embargo el Despacho evidencia que a folio 59 - 60 del expediente el señor Jairo López, 

el día 2 de diciembre de 2015, radicó constancia expedida por el Grupo de información y 

atención al minero, en la que dice:  

 
“Que el señor JAIRO LOPEZ Identificado con C.C.3.223.120 de UVATE, compareció a esta 

dependencia para suscribir la minuta de Contrato de Concesión que reposa en el expediente No. 

BC1-101. 

 

Para constancia se firma en la ciudad de Bogotá a los 30 días del mes de noviembre de 2015”.sic 

 

Así las cosas, para este Despacho es claro que si bien, respecto de la petición elevada por 

el actor el 3 de septiembre de 2015, la entidad accionada no dio contestación de fondo 

como se evidencia a folio 56 del expediente, también es cierto que con la suscripción de la 

minuta de contrato de concesión firmada el 30 de noviembre de 2015 por parte del 

accionante, se entiende resuelta su petición, pues ésta, tenía como propósito la 

autorización para realizar la explotación de una mina de arena, circunstancia que puede 

advertirse en la constancia que reposa a folio 60 del expediente, la cual fue radicada por el 

señor Jairo López el día 2 de diciembre de 2015. 

 

Lo anterior, nos permite concluir que en el presente caso nos encontramos de cara a la 

figura del hecho superado. Al respecto, reiteradamente la Honorable Corte Constitucional 

ha expresado que en materia de tutela, el hecho superado se presenta cuando los 

supuestos fácticos que dieron origen a la acción respectiva, desaparecen o se terminan, 

infiriéndose una carencia actual de objeto; así lo ha señalado la alta Corporación:   

“Esta Corte en la Sentencia SU-540 de 2007, sobre el hecho superado señaló que se presenta cuando: 

“…por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la 

afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de la 

Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen 

la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.” (Negrillas fuera de 

texto) 

Resumidamente, al desaparecer los hechos que generaron la vulneración, la acción de tutela pierde su 

eficacia e inmediatez y por ende su justificación constitucional, por lo cual se configuraba un hecho 

superado que conduce a la carencia actual de objeto...”11 

 

En tal sentido, ha expuesto la Corte que en aquellos eventos en los cuales la 

pretensión ha sido satisfecha, la acción de tutela pierde eficacia y, por ende, total 

justificación constitucional, debiéndose proceder a negar el amparo solicitado, en 

sentencia T-495 de 2001, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil, precisó: 

 
“El objetivo de la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, al 

Decreto 2591 de 1.991 y a la doctrina constitucional, es la protección efectiva y cierta del derecho 

constitucional fundamental, presuntamente vulnerado o amenazado por la acción u omisión de una 

autoridad pública o de un particular en los casos expresamente señalados por la ley. 

 

“En virtud de lo anterior, la eficacia de la acción de tutela radica en el deber que tiene el juez, en caso de  

encontrar amenazado o vulnerado un derecho alegado, de impartir una orden de inmediato    

cumplimiento orientada a la defensa actual y cierta del derecho que se aduce. 

 

“No obstante lo anterior, si la situación de hecho que origina la violación o la amenaza ya ha sido 

superada en el sentido de que la pretensión erigida en defensa del derecho conculcado está siendo 

satisfecha, la acción de tutela pierde su eficacia y su razón de ser.”12. 

                                    
11 

T-2’091.094 Accionante: Beatriz Osorno Zapata, como agente oficiosa de su señora madre María Bernarda Zapata Gaviria Magistrada Ponente: 
Dra. Cristina Pardo Schlesinger 
12

 Sentencia T-495 de 2001 Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
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Entonces,  cuando se presenta una carencia actual de objeto y el amparo pierde su razón 

de ser, el Juez constitucional no puede tomar otra decisión, más que negarlo, pues 

cualquier medida que adopte, si en efecto se ha superado el hecho generador de la 

presunta vulneración alegada, resultaría inane.  

 

El Despacho advierte que el señor Jairo López, solicito la protección de los derechos 

fundamentales de la dignidad humana, petición, trabajo, igualdad, el debido proceso y el 

principio de la buena fe en su dimensión de confianza legitima, a lo que esta instancia 

judicial dirá, que si bien es cierto en la parte introductoria del libelo de la demanda, el actor 

señala que sean amparados los derechos fundamentales de la dignidad humana, trabajo, 

igualdad, principio de la buena fe en su dimensión de confianza legitima, no lo hace en el 

desarrollo de la misma, pues en ningún momento señala de qué forma le fueron vulnerados 

o amenazados esos derechos, pese a lo anterior, este Despacho en cumplimiento de la 

obligación que le asiste para analizar si en el caso concreto se vulneran los derechos 

fundamentales solicitados u otro de los catalogados como tal, procede a realizar un estudio 

detallado en el que evidencia que no se encuentran vulnerados máxime cuando se 

declara que frente al caso sub examine nos encontramos con un hecho superado, toda vez 

que con la suscripción del contrato de concesión realizada el día 30 de noviembre de 2015 

por parte del señor Jairo López, la situación fáctica que genero la amenaza o vulneración 

ya se encuentra superada. 

 

6. Conclusión. 

 

Por todo lo antes expuesto, este Despacho negará la protección de los derechos 

constitucional fundamentales invocados por el señor JAIRO LÓPEZ, toda vez que los hechos 

que dieron origen a la vulneración alegada han desaparecido, comoquiera que con 

antelación a la presente providencia se cumplió el objeto perseguido con ésta, como se 

prueba con la constancia que reposa a folio 60 del expediente en la que señalan que el 

actor ya suscribió minuta de contrato de concesión el día 30 de noviembre de 2015.  

 

Contra la presente providencia proceden los recursos de ley. 

 

Por lo expuesto, el JUZGADO DOCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

F  A  L  L  A: 

 

PRIMERO.- NEGAR la protección de los derechos constitucionales fundamentales, invocados 

como vulnerados por el señor JAIRO LÓPEZ, por cuanto la situación  de hecho que originaba 

la violación o la amenaza ya ha sido superada, de conformidad con lo expuesto en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO.- INFORMAR a las partes que podrán Impugnar esta decisión dentro de los tres (3) 

días siguientes a la notificación de éste proveído. 

 

TERCERO.- Para los efectos de notificación procédase conforme a lo dispuesto en el artículo 

30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

CUARTO.- ORDENAR que en el evento de no ser impugnada la decisión, se remita el 

expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

Notifíquese y Cúmplase, 

Original Firmado Por 

DIANA MARCELA GARCÍA PACHECO  

JUEZ 


